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Informe Previo sobre el Proyecto de Decreto por el que se regulan las entidades 

certificadoras en el ámbito de la vivienda, la arquitectura, la ordenación del 

territorio y el urbanismo 

 

Con fecha 24 de febrero de 2026 ha tenido entrada en el Consejo Económico y Social de 

Castilla y León solicitud de Informe Previo sobre el Proyecto de Decreto por el que se regulan 

las entidades certificadoras en el ámbito de la vivienda, la arquitectura, la ordenación del 

territorio y el urbanismo. 

A la solicitud realizada por la Consejería de Medio Ambiente, Vivienda y Ordenación del 

Territorio se acompaña el Proyecto de Decreto sobre el que se solicita Informe, así como la 

documentación utilizada para su elaboración. 

No alegándose la concurrencia de circunstancias de urgencia por la Consejería proponente, 

se procede a la tramitación ordinaria prevista en el artículo 36 del Reglamento de Organización 

y Funcionamiento del Consejo Económico y Social de Castilla y León, aprobado por Resolución 

de 20 de febrero de 2014 de la Mesa de las Cortes de Castilla y León. 

La elaboración del Informe Previo fue encomendada a la Comisión de Calidad de Vida y 

Protección Social que lo analizó en su sesión de 13 de marzo de 2026 dando traslado a la 

Comisión Permanente que, en su reunión de 16 de marzo de 2026 lo informó favorablemente, 

elevándolo al Pleno que, en sesión de 23 de marzo de 2026, lo aprobó por unanimidad. 

 

I.- Antecedentes 

a) Estatales: 

 Constitución Española de 27 de diciembre de 1978, cuyo artículo 148.1. 3º dispone que 

“Las Comunidades Autónomas podrán asumir competencias en las siguientes materias: 

(…) Ordenación del territorio, urbanismo y vivienda”. 

 Ley 2/1974, de 13 de febrero, sobre Colegios Profesionales (última modificación por Ley 

Orgánica 2/2024, de 1 de agosto, de representación paritaria y presencia equilibrada de 

mujeres y hombres). 
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 Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de Ordenación de la Edificación (última modificación 

por Ley 10/2022, de 14 de junio, de medidas urgentes para impulsar la actividad de 

rehabilitación edificatoria en el contexto del Plan de Recuperación, Transformación y 

Resiliencia). 

 Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 

Administraciones Públicas (última modificación por Real Decreto-ley 6/2024, de 5 de 

noviembre, por el que se adoptan medidas urgentes de respuesta ante los daños 

causados por la Depresión Aislada en Niveles Altos -DANA-). 

 Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se 

transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y 

del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014 (última modificación 

por Orden HAC/1517/2025, de 18 de diciembre, por la que se publican los límites de los 

distintos tipos de contratos a efectos de la contratación del sector público a partir del 

1 de enero de 2026). 

 Real Decreto 1715/2010, de 17 de diciembre, por el que se designa a la Entidad Nacional 

de Acreditación (ENAC) como organismo nacional de acreditación de acuerdo con lo 

establecido en el Reglamento (CE) n.º 765/2008 del Parlamento Europeo y el Consejo, 

de 9 de julio de 2008, por el que se establecen los requisitos de acreditación y vigilancia 

del mercado relativos a la comercialización de los productos. 

 

b) De Castilla y León: 

 Estatuto de Autonomía de Castilla y León, aprobado por Ley Orgánica 14/2007, de 30 

de noviembre, de reforma del Estatuto de Autonomía de Castilla y León, 

particularmente su artículo 70.1. por el que la Comunidad cuenta con competencia 

exclusiva en materia de “Ordenación del territorio, urbanismo y vivienda.” 

 Ley 10/1998, de 5 de diciembre, de Ordenación del Territorio de la Comunidad 

Autónoma de Castilla y León (última modificación por Ley 4/2024, de 9 de mayo, de 

medidas tributarias, financieras y administrativas). 



 

3 
 

 Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León. 

 Ley 4/2024, de 9 de mayo, de medidas tributarias, financieras y administrativas. 

Introduce en la Ley 5/1999 una nueva Disposición adicional duodécima sobre 

“Entidades certificadoras” en desarrollo de la que se dicta el texto que ahora 

informamos. 

 

c) De otras Comunidades Autónomas: 

Podemos destacar la siguiente normativa de otras Comunidades Autónomas análoga al 

Proyecto de Decreto que ahora se informa:  

 Andalucía: Decreto 550/2022, de 29 de noviembre, por el que se aprueba el 

Reglamento General de la Ley 7/2021, de 1 de diciembre, de impulso para la 

sostenibilidad del territorio de Andalucía. Particularmente, Título Preliminar 

(“Disposiciones Generales”), Capítulo IV (“La colaboración público-privada”), artículos 

9 a 17.  

Las entidades equivalentes a las que son objeto del Proyecto informado reciben la 

denominación de “Entidades Urbanísticas Certificadoras de Andalucía” (EUCA) 

 Baleares: Ley 7/2024, de 11 de diciembre, de medidas urgentes de simplificación y 

racionalización administrativas de las administraciones públicas de las Illes Balears, por 

la que se introduce un nuevo Capítulo III (“Régimen de la colaboración público-

privada”) en el Título VII (“La intervención preventiva en la edificación y el uso del 

suelo”) de la Ley 12/2017, de 29 de diciembre, de urbanismo de las Illes Balears 

(artículos 158 bis a 158 sexdecies). 

Las entidades equivalentes a las que son objeto del Proyecto informado reciben la 

denominación de “Entidades privadas de certificación urbanística.” 

 Comunidad de Madrid: Ley 11/2022, de 21 de diciembre, de Medidas Urgentes para el 

Impulso de la Actividad Económica y la Modernización de la Administración de la 

Comunidad de Madrid, por la que se introduce un nuevo Capítulo IV (“Régimen de la 

colaboración público-privada”) dentro del Título IV (“Intervención en el uso del suelo, 

en la edificación y en el mercado inmobiliario”) de la Ley 9/2001, de 17 de julio, del 
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Suelo de la Comunidad de Madrid, artículos 164 a Artículo 167 undecies.  

Además, con posterioridad, estos artículos han sido parcialmente modificados por Ley 

7/2024, de 26 de diciembre, de Medidas para un desarrollo equilibrado en materia de 

medio ambiente y ordenación del territorio. 

Las entidades equivalentes a las que son objeto del Proyecto informado reciben la 

denominación de “Entidades privadas colaboradoras urbanísticas”. 

 Comunidad Valenciana: Decreto 62/2020, de 15 de mayo, del Consell, de regulación de 

las entidades colaboradoras de la Administración municipal en la verificación de las 

actuaciones urbanísticas y de creación de su registro (modificado por Decreto 

218/2020, de 29 de diciembre, del Consell). 

 

II.- Estructura del Proyecto de Decreto 

El Proyecto de Decreto sometido a informe cuenta con 9 artículos sin división en Títulos y/o 

Capítulos, además de una Disposición adicional y dos Disposiciones finales, de la siguiente 

manera: 

 Artículo 1. Objeto del Proyecto de Decreto. 

 Artículo 2. Naturaleza y funciones de las entidades certificadoras. 

 Artículo 3. Certificados de conformidad o disconformidad que emiten las entidades 

como resultado de sus actuaciones. 

 Artículo 4. Requisitos para la habilitación de estas entidades. 

 Artículo 5. Procedimiento para la habilitación. 

 Artículo 6. Registro de Entidades Certificadoras de Castilla y León en el ámbito de la 

vivienda, la arquitectura, la ordenación del territorio y el urbanismo (RECCyL). 

 Artículo 7. Relación de estas entidades con las administraciones públicas y con 

particulares. 

 Artículo 8. Otras reglas de actuación de estas entidades. 

 Artículo 9. Obligaciones de estas entidades. 

 Disposición adicional. Entidades habilitadas por otras administraciones públicas. 
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 Disposición final primera, por la que se autoriza “al consejero competente en materia 

de urbanismo para dictar cuantas disposiciones sean necesarias para la aplicación y 

desarrollo” del futuro decreto, entendiendo este Consejo que sería más conveniente 

aludir a “la persona titular de la consejería competente.” 

 Disposición final segunda, que dispone la entrada en vigor del texto informado al mes 

de su publicación como Decreto en el Boletín Oficial de Castilla y León (BOCyL). 

 

III.- Observaciones Generales 

Primera. La 4/2024, de 9 de mayo, de medidas tributarias, financieras y administrativas 

introdujo una nueva Disposición adicional duodécima (“Entidades certificadoras”) dentro de 

la Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León con la siguiente redacción:  

“1. Las entidades certificadoras son entidades públicas o privadas, con personalidad 

jurídica propia, que pueden colaborar con las administraciones públicas mediante la 

realización de tareas de carácter instrumental, material, técnico, auxiliar o de apoyo a las 

actuaciones de verificación, inspección y control del cumplimiento de la normativa en materia 

de urbanismo, ordenación del territorio, vivienda y arquitectura, tales como: 

a) Verificar que los proyectos y cualesquiera otros documentos exigibles para la tramitación 

de procedimientos administrativos cumplen: 

1º. Los requisitos de integridad documental, suficiencia e idoneidad. 

2º. La normativa aplicable. 

3º. Las determinaciones de los instrumentos de planeamiento, gestión y evaluación 

aplicables. 

b) Verificar que las obras y demás actuaciones ejecutadas al amparo de autorizaciones, 

licencias e instrumentos análogos se adecuan a lo previsto o autorizado en los mismos. 

c) Emitir certificados de conformidad respecto de las actuaciones y documentos que hayan 

verificado, así como, en caso de disconformidad, advertir de los defectos detectados. 

d) Recabar informes preceptivos o autorizaciones sectoriales en representación de las 

administraciones públicas o de los interesados. 
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2. Las entidades certificadoras serán habilitadas para su actuación en la Comunidad de 

Castilla y León mediante orden de la consejería competente en materia de urbanismo. 

3. Reglamentariamente se establecerá el procedimiento y requisitos de habilitación y 

registro de las entidades certificadoras, así como sus especialidades de funcionamiento. 

4. La colaboración entre administraciones públicas y entidades certificadoras se articulará 

a través de contratos suscritos en el marco de la normativa sobre contratación del sector 

público, o bien a través de convenios o encargos a medios propios. 

5. Las entidades certificadoras: 

a) Se regirán por los principios de independencia, imparcialidad y confidencialidad. 

b) Serán responsables de los daños y perjuicios causados por el ejercicio de sus funciones. 

c) No ejercerán potestades públicas, y sus actuaciones se entenderán sin perjuicio de las 

que correspondan realizar a las administraciones públicas en ejercicio de sus funciones. 

d) Podrán actuar a instancia y en representación de las administraciones públicas o de 

terceros interesados. 

e) Deberán conservar y custodiar la documentación de las actuaciones realizadas en el 

desarrollo de sus funciones durante al menos cinco años, teniéndola en todo momento a 

disposición de las administraciones públicas competentes en cada caso. 

f ) Deberán informar a las administraciones públicas competentes en cada caso así como a 

los interesados, de las actuaciones que realicen y que les afecten, así como sobre el estado de 

tramitación de los expedientes en los que intervengan. 

g) Deberán identificar al personal técnico que intervenga en sus actuaciones, incluyendo 

su titulación, formación y experiencia profesional. 

h) Se someterán a las actuaciones de inspección, control y vigilancia que consideren 

necesarias las administraciones públicas. 

6. Los certificados de conformidad emitidos por las entidades certificadoras no tendrán la 

consideración de acto administrativo. Podrán ser asumidos por las administraciones públicas, 

pero sin que en ningún caso tengan carácter vinculante para las mismas; tampoco podrán 

limitar ni excluir sus actuaciones. 
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7. El incumplimiento de las obligaciones de las entidades certificadoras se califica como 

infracción urbanística leve, salvo cuando de sus efectos resulte la comisión de infracciones 

urbanísticas graves o muy graves, en cuyo caso tendrán dicha calificación”. 

 

Segunda. El texto que ahora informamos se dicta en ejecución de la previsión de desarrollo 

reglamentario del apartado 3 de esta Disposición adicional duodécima. Conviene señalar que 

la citada Ley 4/2024, de 9 de mayo, de medidas tributarias, financieras y administrativas fue 

analizada por esta Institución en el momento correspondiente de su tramitación (esto es, 

inmediatamente antes del Dictamen del Consejo Consultivo de Castilla y León) en su Informe 

Previo 1/2024-U emitido el 11 de enero de 2024, pero no realizó pronunciamiento alguno 

sobre estas nuevas entidades certificadoras, en tanto el texto en su día remitido al CES no las 

regulaba, puesto que la inclusión de esta Disposición adicional duodécima en la Ley 5/1999 

de Urbanismo tuvo lugar durante la tramitación en Cortes de Castilla y León del Proyecto de 

Ley (informado previamente por el CES como anteproyecto) y definitivamente publicado 

como Ley 4/2024, de 9 de mayo, de medidas tributarias, financieras y administrativas en BOCyL 

de 14 de mayo de 2024. 

 

Tercera. Aunque la figura que ahora analizamos no es inédita en el ordenamiento 

autonómico, no son muchos los precedentes que han podido encontrarse y que se relacionan 

en la parte de Antecedentes de este mismo Informe. Conviene aclarar que estas entidades de 

certificación o certificadoras en las restantes Comunidades Autónomas en principio son 

“privadas” (y así se contiene en las respectivas denominaciones) pero en las correspondientes 

regulaciones se contiene alguna disposición que habilita que puedan actuar como tales 

entidades los colegios profesionales (salvo en el caso de la Comunidad de Madrid que no hace 

mención alguna) y, además, en el caso de Baleares también recoge tal posibilidad para las 

restantes corporaciones de derecho público de base asociativa privada (lo que incluiría, entre 

otros, a las Cámaras agrarias, Cámaras oficiales de comercio, industria, servicios y navegación, 

Cofradías de pescadores o Comunidades de regantes). 

 

Cuarta. En nuestra Comunidad y tal y como se delimitaron en la Ley 4/2024, de 9 de mayo, 
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de medidas tributarias, financieras y administrativas estas figuras reciben la denominación de 

“entidades certificadoras”, incluyendo a entidades públicas o privadas con personalidad 

jurídica propia sin más mención por lo que, en principio, entiende el Consejo que cualquier 

entidad pública que cumpla con los requisitos del texto que informamos puede ser habilitada 

como entidad, si bien consideramos que existen partes del articulado (por ejemplo artículos 4 

y 5) que parecen diseñadas teniendo en cuenta específicamente a entidades privadas.  

A juicio del CES, el hecho de que el Proyecto de Decreto integre bajo la misma categoría de 

“entidades certificadoras” a personas jurídicas de carácter privado y personas jurídicas de 

carácter público (en este caso sin mayor mención o acotamiento sobre el carácter de tales 

personas públicas, como sí se hace en otra normativa autonómica) sin ninguna distinción 

acerca del alcance de las funciones y el posible valor o consecuencias de la labor certificadora 

y verificadora de uno y otro tipo de personas jurídicas, puede generar importantes dudas 

acerca de la interpretación y aplicación futuras del texto que informamos. 

 

IV.- Observaciones Particulares 

Primera. El artículo 1 del Proyecto de Decreto se refiere a su objeto, que es regular la 

naturaleza, las funciones y las reglas para la habilitación, registro y funcionamiento de estas 

entidades. Cabe resaltar que la Disposición adicional duodécima de la Ley 5/1999 se refiere 

únicamente a “entidades certificadoras”, mientras que el Proyecto concreta más 

denominándolas “entidades certificadoras en el ámbito de la vivienda, la arquitectura, la 

ordenación del territorio y el urbanismo en el territorio de Castilla y León”, si bien usando la 

denominación acortada propia de la Ley para el resto del texto que se informa, lo que 

consideramos del todo razonable.  

A diferencia de Madrid o Baleares (que contienen toda la regulación en una ley), en nuestra 

Comunidad se ha optado por definir los aspectos fundamentales en el rango legal, (esto es, la 

Disposición adicional duodécima de la Ley 5/1999, introducida por Ley 4/2024) pero 

conteniendo la regulación más detallada en el rango reglamentario (el texto ahora informado), 

lo que entendemos preferible para realizar eventuales modificaciones de una forma más 

sencilla en un futuro Decreto que el procedimiento más complejo que implica la modificación 

de una Ley. 
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Segunda. El artículo 2 regula la naturaleza y funciones de las entidades certificadoras. 

Como ya hemos apuntado, la Disposición adicional duodécima de la Ley 5/1999 se refiere a 

entidades privadas y públicas, sin más especificación, lo que supone que en principio 

cualquier entidad pública pueda ejercer las funciones de las entidades certificadoras, a 

diferencia de lo que se ha observado en otras Comunidades Autónomas, que sólo contemplan 

la posibilidad de habilitación como entidades certificadoras a los colegios profesionales, 

principalmente. 

En cuanto a las funciones, en su mayor parte se encontraban ya fijadas en la Ley (que 

además no establecía una relación cerrada, al incluir la expresión “tales como”) y a juicio del 

CES se produce una adecuada concreción de las mismas, principalmente en la función de la 

letra b) de este artículo. 

Ahora bien, más allá de estas funciones, el Consejo considera que podemos encontrarnos 

ante una materia demasiado abstracta que haría conveniente, a nuestro parecer exponer, al 

menos a título de ejemplo o en la Exposición de Motivos del Proyecto informado, algunos de 

los concretos trámites previstos en los ámbitos de la vivienda, urbanismo u ordenación del 

territorio de nuestra normativa en los que las entidades certificadoras pudieran ejercer las 

funciones previstas. Igualmente, y al hilo de lo expuesto, puede plantearse la duda a nuestro 

juicio de si en cualquier trámite previsto en nuestra normativa pueden intervenir estas 

entidades certificadoras, y es que, a nuestro entender, en principio en cualquier trámite podría 

producirse la intervención de entidades certificadoras públicas pero no así de las privadas 

cuando nos encontráramos ante teóricos trámites que requirieran del ejercicio de potestades 

públicas, en línea con la duda general expresada en la Observación General Cuarta que a este 

Consejo le suscita la inclusión dentro de la categoría de entidades certificadoras de entidades 

públicas sin mayor diferenciación. 

Por todo lo expresado, el CES considera que estos aspectos, por razones de seguridad y 

mejor aplicación del futuro Decreto, deberían recogerse en el texto informado.  

 

Tercera. El artículo 3 prevé que, como resultado de sus actuaciones, las entidades 

certificadoras emitan certificados de conformidad o disconformidad respecto de los 

proyectos, documentos, obras y actuaciones que hayan verificado y que, en caso de 
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disconformidad, en los certificados consten los defectos y deficiencias detectadas, con 

indicación de su fundamentación normativa, así como de su carácter subsanable o 

insubsanable. Se señala que estos certificados no tienen la condición de actos administrativos 

ni son vinculantes para las administraciones públicas lo que entendemos resultaría aplicable 

en todo caso, pero igualmente valoramos favorablemente esta mención que se incluye en 

similares términos en la normativa de las restantes Comunidades Autónomas. 

Ahora bien, en línea con la reflexión general de la Observación General Cuarta, este Consejo 

considera que pueden plantearse dudas acerca del valor o alcance de la certificación teniendo 

en cuenta el carácter público o privado de la correspondiente entidad que lo emita, puesto 

que consideramos que es legítimo presumir una mayor veracidad de la certificación emitida 

por una entidad pública, pudiéndose llegar a generar en la práctica situaciones disfuncionales, 

como que una Administración Pública no se considere vinculada en modo alguno por el 

certificado emitido por una entidad certificadora pública a petición de otra Administración, 

por lo que entendemos conveniente aclarar estos aspectos de algún modo en el Proyecto 

informado. 

Se señala que estos certificados deban ser emitidos por “personal habilitado competente 

de las entidades certificadoras”. Consideramos que este concepto se nombra, aunque sin 

concretar en el propio texto informado [(artículos 4 b), 6 e) y 9 e)] por lo que no estimamos 

encontrarnos ante un concepto jurídico indeterminado, pero sí falto de concreción, por lo que 

consideramos sería necesario incluir mención detallada y precisa en el futuro Decreto. 

 

Cuarta. En cuanto a los requisitos de habilitación del artículo 4 son en buena medida 

comunes con los de otra normativa autonómica, incluyendo la acreditación por parte de la 

Entidad Nacional de Acreditación (ENAC) de la entidad certificadora como entidad de 

inspección tipo A conforme a la norma UNE-EN ISO/IEC 17020 o norma que la sustituya. Los 

años de experiencia exigida al personal con la titulación académica y profesional habilitante 

(en concreto, cinco años) y la cuantía que cubre el seguro de responsabilidad civil de la entidad 

(un millón de euros) son comunes a los de otra normativa autonómica, como el Decreto 

550/2022 andaluz. 

El artículo 5 establece que, en virtud de declaración responsable por la entidad 
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certificadora ante la consejería competente en materia de urbanismo acompañada del 

certificado de la ENAC y de la documentación acreditativa del resto de requisitos del artículo 

4, se proceda a la habilitación de las entidades certificadoras 

 

Quinta. El artículo 6 crea el Registro de Entidades Certificadoras de Castilla y León en el 

ámbito de la vivienda, la arquitectura, la ordenación del territorio y el urbanismo (RECCyL). Este 

registro tiene naturaleza administrativa, carácter público y está adscrito a la consejería 

competente y en el mismo y por Orden de la misma consejería se harán constar las 

inscripciones de las entidades certificadoras una vez habilitadas, además de las eventuales 

modificaciones, suspensiones y cancelaciones de las inscripciones previamente realizadas. 

Observa el Consejo que la regulación es la propia de un registro de esta naturaleza (datos 

de inscripción, causas de suspensión y de cancelación, etc.) y, a grandes rasgos, la 

consideramos adecuada, incluida la previsión de que las entidades certificadoras estén 

obligadas a mantener los requisitos exigidos para la inscripción y a contar con la 

documentación acreditativa, así como a comunicar cualquier variación de dichos requisitos y 

de los datos de la inscripción relacionados en el apartado 4 a la consejería competente en el 

plazo de un mes. 

 

Sexta. El artículo 7 dispone en su apartado 1 que la colaboración entre las administraciones 

públicas y las entidades certificadoras se articulará a través de contratos suscritos en el marco 

de la normativa sobre contratación del sector público (debe entenderse que respecto de 

entidades certificadoras privadas) o a través de encargos a medios propios, cuando la entidad 

tenga dicho carácter (obviamente respecto de entidades que formen parte del sector público). 

En el apartado 2 se establece que se dejará constancia de las tareas que realizará la entidad 

certificadora, de entre las previstas en el Proyecto, lo que consideramos del todo lógico y 

acertado si bien entendemos que también debe dejarse constancia de las razones que 

justifican haber acudido a entidades certificadoras, puesto que, en principio, nos encontramos 

ante tareas de verificación, control e inspección de una naturaleza que las administraciones 

públicas de ordinario realizan directamente, y por ello, es necesario asegurar que no se pone 

en riesgo la seguridad jurídica al tratarse de funciones cuya naturaleza es de potestad 
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administrativa esencial. 

Para el caso de los particulares (apartado 3), las entidades certificadoras actuarán en los 

términos que pacten, si bien la mención de este artículo debe ponerse en contacto con la de 

la letra m) del artículo 9 del propio Proyecto, relativa a que las entidades establecen los precios 

de sus servicios “dentro de los márgenes máximos y mínimos establecidos por la Consejería 

competente”, previsión similar a la de la normativa de otras Comunidades Autónomas 

(Comunidad de Madrid, Baleares, Comunidad Valenciana) y que valoramos favorablemente.  

También en este apartado 3 relativo a la relación entre entidades certificadoras y 

particulares se establece que “las administraciones públicas tendrán en cuenta el contenido 

de estas certificaciones y podrán asumir su contenido o rechazarlo, expresando en este último 

caso las razones de su oposición”, lo que consideramos del todo lógico y acertado, pero 

entendemos que la inclusión de esta mención específicamente en el apartado destinado a 

particulares (más allá de la mención general del artículo 3 que analizamos en la Observación 

Particular Tercera) podría llegar a generar la duda de si una administración distinta de la que 

ha realizado el encargo a una entidad certificadora deba admitir los resultados de las tareas 

reflejados en los certificados de dicha entidad  (por ejemplo, que la Consejería competente en 

materia de urbanismo deba admitir los certificados de una entidad que ha actuado bajo 

encargo de un determinado Ayuntamiento), por lo que consideramos conveniente una 

redacción más aclaratoria. 

 

Séptima. Este Consejo realiza una valoración favorable del artículo 8 y particularmente de 

su apartado 4, por el que tanto las entidades certificadoras como su personal no pueden 

ejercer las funciones previstas en el Proyecto respecto de proyectos, obras u actuaciones en 

las que hayan intervenido “debiendo contar, a tal efecto, con protocolos internos debidamente 

aprobados y de público conocimiento que garanticen la imparcialidad y confidencialidad”.  

Igualmente consideramos acertada la previsión del apartado 5 (responsabilidad de las 

entidades certificadoras por los daños y perjuicios causados en el ejercicio de sus funciones), 

si bien entendemos que debe ponerse en relación con el apartado 7 de la Disposición 

adicional duodécima de la Ley 5/1999, por el que “El incumplimiento de las obligaciones de 

las entidades certificadoras se califica como infracción urbanística leve, salvo cuando de sus 
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efectos resulte la comisión de infracciones urbanísticas graves o muy graves, en cuyo caso 

tendrán dicha calificación”, entendiendo que podría contenerse una remisión al respecto en 

el Proyecto de Decreto. 

 

Octava. Esta Institución realiza una valoración favorable del artículo 9, relativo a las 

obligaciones de las entidades certificadoras que incluye prescripciones similares a las de la 

normativa de otras Comunidades Autónomas. Sin embargo, llama la atención al Consejo la 

obligación de la letra h) de “Someterse a las actuaciones de inspección de la consejería 

competente” cuando en la letra h) del apartado 5 de la Disposición adicional duodécima de la 

Ley 5/1999 se establece que las entidades “se someterán a las actuaciones de inspección, 

control y vigilancia que consideren necesarias las administraciones públicas”.  

Al CES le plantea dudas esta aparente discordancia entre la previsión legal y la del texto que 

se informa que podría llegar a interpretarse como una concreción en el rango reglamentario 

de la Ley 5/1999 y dar a entender que sólo la consejería competente en estas materias es la 

administración pública competente para efectuar las labores de inspección de estas entidades 

certificadoras y es que entendemos que también los ayuntamientos pueden ejercer tales 

labores máxime cuando, como señala la Memoria que acompaña al Proyecto, “cabe pensar que 

la demanda potencial” de las entidades certificadoras “se centra en las administraciones 

locales, que son las que de forma generalizada padecen el problema estructural de los retrasos 

en la tramitación de los expedientes administrativos vinculados a los ámbitos competenciales 

en cuestión” y, al respecto, la Ley 11/2022 madrileña y el Decreto 62/2020 valenciano aluden 

expresamente a las tareas de vigilancia y control por parte de los municipios, por todo lo que 

entendemos conveniente que este aspecto se aclare convenientemente en el texto que 

informamos. 

 

Novena. El CES considera del todo lógica la Disposición adicional del Proyecto informado 

por la que no requieren una habilitación específica con arreglo al futuro Decreto las entidades 

habilitadas por otros Estados de la Unión Europea o por otras Comunidades Autónomas con 

las mismas finalidades que las previstas en el texto que se informa, bastando para su 

inscripción en el RECCyL con aportar “a la documentación citada en el artículo 4” (entendemos 
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que sería más conveniente que la redacción fuera del tipo “la documentación acreditativa de 

los requisitos del artículo 4”) “el documento acreditativo de su habilitación.” 

Ahora bien, sin perjuicio de esta valoración favorable y tal y como hemos manifestado en 

otros Informes Previos ante disposiciones similares, la previsión de esta Disposición debe 

implicar correlativa y necesariamente lo mismo para las entidades certificadoras habilitadas 

en nuestra Comunidad para su inscripción en los registros equivalentes de las restantes 

Comunidades Autónomas y países de la UE. 

 

V.- Conclusiones y Recomendaciones  

Primera. El CES considera ajustado al ordenamiento jurídico el texto que se informa como 

desarrollo reglamentario de los aspectos de funcionamiento y habilitación de las entidades 

certificadoras creadas por Ley 4/2024, de 9 de mayo, de medidas tributarias, financieras y 

administrativas y como creación del Registro de Entidades Certificadoras de Castilla y León 

(RECCyL), sin perjuicio de las propuestas de mejora expuestas en este mismo Informe y 

estimando que las administraciones públicas deben justificar la necesidad y conveniencia de 

acudir a estas entidades para la realización de labores de verificación, inspección y control en 

los ámbitos de la vivienda, arquitectura, ordenación del territorio y urbanismo.  

 

Segunda. El CES se remite adicionalmente, en cuanto a Conclusiones y Recomendaciones 

del presente Informe, a las que puedan desprenderse de las Observaciones Particulares 

contenidas en el mismo. 

 

La Secretaria    El Presidente, 

 

Cristina García Palazuelos  Enrique Cabero Morán 

 

DOCUMENTO FIRMADO ELECTRÓNICAMENTE 
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PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REGULAN LAS 

ENTIDADES CERTIFICADORAS EN EL ÁMBITO DE LA VIVIENDA, LA 

ARQUITECTURA, LA ORDENACIÓN DEL TERRITORIO Y EL 

URBANISMO 

El artículo 148.1. 3ª de la Constitución Española atribuye a las Comunidades 

Autónomas competencia exclusiva en materia de ordenación del territorio, urbanismo y 

vivienda, lo que en el caso de Castilla y León se asume en el artículo 70.1. 6º del Estatuto 

de Autonomía aprobado por Ley Orgánica 14/2007, de 30 de noviembre. En cuanto a la 

arquitectura, no presente en los textos citados, se ha asociado tradicionalmente a las 

competencias sobre urbanismo y vivienda, tanto en la doctrina como en la organización 

administrativa estatal, autonómica y local. 

Conforme a la habilitación competencial descrita se dictó la Ley 5/1999, de 8 de 

abril, de Urbanismo de Castilla y León, norma que ha sido modificada por la Ley 4/2024, 

de 9 de mayo, de medidas tributarias, financieras y administrativas, añadiéndole una 

disposición adicional duodécima, titulada “entidades certificadoras”. Con esta 

disposición se habilita un nuevo cauce de colaboración público-privada para aliviar la 

pesada carga burocrática presente en el ámbito de la vivienda, la arquitectura, la 

ordenación del territorio y el urbanismo, y que conlleva evidentes repercusiones negativas 

para el conjunto de la sociedad al dilatar en el tiempo la resolución de los asuntos, a 

menudo mucho más allá de lo razonable: se trata de que entidades públicas o privadas 

puedan actuar como certificadoras en los procedimientos administrativos relativos a los 

ámbitos citados, verificando que los proyectos y demás documentos que sean necesarios 

cumplen las prescripciones de la normativa aplicable, a efectos de su autorización, así 

como que las obras y demás actuaciones que se ejecuten al amparo de autorizaciones, 

licencias e instrumentos análogos se adecuan a lo previsto o autorizado en ellos. 

El marco básico establecido en la ley fija los principios básicos de la actuación de 

las entidades certificadoras, lo esencial de sus obligaciones y la caracterización y efectos 

de los certificados de conformidad en los que deben reflejarse sus actuaciones de 

verificación, y remite al desarrollo reglamentario el procedimiento y requisitos para la 

habilitación de las entidades, las especialidades de su funcionamiento y su sistema de 

registro; dicho desarrollo es el objeto de este decreto, tal como se declara en su primer 

artículo. 

En el artículo 1 se define el objeto del decreto. 

En el artículo 2 se desarrollan los preceptos legales sobre la naturaleza y las 

funciones de las entidades certificadoras; para ello las funciones se ordenan en tres 

apartados: verificación documental en la tramitación de los procedimientos 

administrativos; verificación material de las obras y actuaciones que se ejecuten al 

amparo de instrumentos de control administrativo y solicitud de informes preceptivos o 

autorizaciones sectoriales en representación de las administraciones públicas o de 

interesados. 
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El artículo 3 regula los certificados de conformidad o disconformidad que emitirán 

las entidades certificadoras como resultado de sus labores de verificación, debiendo en el 

supuesto de disconformidad informar cumplidamente de los motivos, delimitando su 

alcance y efectos jurídicos máximos. 

El artículo 4 detalla los requisitos que deben cumplir las entidades para ser 

habilitadas para su actuación como entidades certificadoras en Castilla y León, que en lo 

esencial consisten en contar con acreditación oficial, disponer de una dotación de personal 

suficiente en cuanto a titulación y experiencia, y haber constituido un seguro que cubra 

la responsabilidad civil que pueda derivarse de la actuación de la entidad y de su personal 

técnico. 

El artículo 5 aborda el procedimiento para la habilitación de las entidades 

certificadoras, que opera a través de la presentación de declaración responsable 

acompañada de la certificación de acreditación por la ENAC. 

El artículo 6 crea el registro de las entidades certificadoras, en el cual la inscripción 

de las entidades se hará de oficio una vez que hayan sido habilitadas, señalándose los 

datos que han de ser objeto de inscripción (y entre ellos, los que serán públicos), y las 

causas para la suspensión o cancelación de la inscripción, con sus efectos. 

El artículo 7 se ocupa de la relación entre las administraciones públicas y las 

entidades certificadoras, que podrá articularse de forma permanente mediante contratos, 

o bien mediante encargos a medios propios, si la entidad tiene dicho carácter; en todo 

caso, el instrumento con el que se articule la relación dejará constancia de las tareas que 

realizará la entidad. En otro apartado se regula la posibilidad de que las entidades actúen 

por encargo de particulares, en cuyo caso las administraciones deberán decidir en cada 

ocasión si asumen los certificados que, emitidos por las entidades, se aporten como 

documentación en el procedimiento. 

El artículo 8 aporta otras reglas para la actuación de las entidades certificadoras: su 

campo de actuación, la exclusión de ejercicio de potestades públicas, la aplicación de los 

principios de independencia, imparcialidad y confidencialidad, con los efectos que de ello 

se derivan, y su responsabilidad por los daños y perjuicios causados por el ejercicio de 

sus funciones. 

El artículo 9 relaciona con prolijidad las obligaciones de las entidades certificadoras 

en una serie de ámbitos, conceptualmente diferenciados pero que en la práctica se solapan 

con frecuencia: por un lado, respecto de las administraciones competentes para la 

resolución de los procedimientos en los que intervengan: por otro lado, respecto de las 

administraciones y los particulares que contraten o encarguen sus servicios; y por último, 

con carácter general en todo lo relativo a su correcto funcionamiento.  

En la disposición adicional se regula la situación de las entidades habilitadas por 

estados miembros de la Unión Europea o por otras comunidades autónomas con las 

mismas finalidades, a las que en aplicación del principio de unidad de mercado no se 

exigirá una nueva habilitación emitida por la Administración de la Comunidad. 
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Por último, las disposiciones finales tienen un contenido convencional sobre 

habilitación normativa y entrada en vigor. 

Este decreto se ha elaborado conforme a los principios de buena regulación 

recogidos en el artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 

Administrativo Común de las Administraciones Públicas y en el artículo 42 de la Ley 

2/2010, de 11 de marzo, de Derechos de los Ciudadanos en sus relaciones con la 

Administración de la Comunidad de Castilla y León y de Gestión Pública: 

− En relación con el principio de necesidad y eficacia, esta norma se dicta a 

consecuencia de la reforma operada por la Ley 4/2024, de 9 de mayo, que al 

introducir la disposición adicional duodécima en la Ley 5/1999, de 8 de abril, 

expresamente remite al desarrollo reglamentario en cuanto al procedimiento y 

requisitos de habilitación, el registro de las entidades certificadoras y sus 

especialidades de funcionamiento; la norma además sirve al interés general al 

habilitar un nuevo cauce de colaboración público-privada con el fin de aliviar la 

carga burocrática que pesa sobre las administraciones, y sus repercusiones 

negativas para el conjunto de la sociedad. 

− La norma se ajusta también al principio de proporcionalidad al contener la 

regulación imprescindible en desarrollo del mandato legal, constatándose que no 

existen medidas menos restrictivas, dado que la propuesta, lejos de restringir, son 

de carácter habilitante; tampoco implica el establecimiento de cargas innecesarias 

o accesorias, antes al contrario, se orienta a combatir las cargas que pesan realmente 

sobre la actividad de las administraciones públicas y del sector privado. 

− En cuanto al principio de seguridad jurídica, la norma es coherente con el 

ordenamiento jurídico local, autonómico, español y de la Unión Europea y con el 

resto de las actuaciones y políticas públicas de la Junta de Castilla y León. 

− Respecto al principio de transparencia se constata a través de los objetivos de la 

norma que se recogen en este preámbulo y en la preceptiva memoria de análisis de 

impacto normativo, así como en la realización del preceptivo y previo trámite de 

información y audiencia pública. 

− El principio de accesibilidad se cumple, puesto que la norma utiliza una 

terminología lo más clara posible, dentro del margen que permite la obligada 

utilización del vocabulario específico de las disciplinas afectadas. 

− Asimismo, se cumple el principio de responsabilidad, al identificarse con toda 

claridad el órgano competente para la habilitación e inscripción de las entidades, 

que será el mismo al que correspondan las eventuales actuaciones de inspección. 

− Por último, el principio de eficiencia se cumple en la medida en que el proyecto de 

decreto no impone nuevas cargas administrativas ni nuevos procedimientos, salvo 

los necesarios para la habilitación de las propias entidades; antes al contrario, su 

objetivo es aliviar el peso de las cargas administrativas vigentes, que en la práctica 

están imponiendo demoras inasumibles en la tramitación de los asuntos. 
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En su virtud, la Junta de Castilla y León, a propuesta del Consejero de Medio 

Ambiente, Vivienda y Ordenación del Territorio, de acuerdo con / oído el Consejo 

Consultivo, y previa deliberación del Consejo de Gobierno, en su reunión del día -- de -- 

de 2026, 

D I S P O N E :  

Artículo 1. Objeto del decreto. 

Este decreto tiene por objeto regular la naturaleza, las funciones y las reglas para la 

habilitación, registro y funcionamiento de las entidades certificadoras en el ámbito de la 

vivienda, la arquitectura, la ordenación del territorio y el urbanismo en el territorio de 

Castilla y León (en adelante, las entidades certificadoras). 

Artículo 2. Naturaleza y funciones de las entidades certificadoras. 

Las entidades certificadoras son entidades públicas o privadas, con personalidad 

jurídica propia, que colaboran con las administraciones públicas mediante la realización 

de tareas de carácter instrumental, material, técnico, auxiliar o de apoyo a las actuaciones 

de verificación, inspección y control del cumplimiento de la normativa en materia de 

vivienda, arquitectura, ordenación del territorio y urbanismo, entendiendo incluidas las 

siguientes: 

a) Verificar que los proyectos y cualesquiera otros documentos exigibles para 

tramitar procedimientos administrativos cumplen: 

1º. Los requisitos de integridad documental, suficiencia e idoneidad. 

2º. La normativa aplicable. 

3º. Las determinaciones de los instrumentos de planeamiento, gestión, evaluación 

y control aplicables. 

b) Verificar que las obras y demás actuaciones ejecutadas al amparo de 

autorizaciones, licencias, declaraciones responsables e instrumentos de control análogos 

se adecuan a lo que se hubiera previsto o autorizado en los mismos. En función del 

momento del proceso de ejecución en que se produce la verificación, dichas tareas podrán 

ser: 

1ª. De control previo al inicio de la ejecución de obras. 

2ª. De control de ejecución de las obras. 

3ª. De comprobación de las obras ejecutadas. 

c) Recabar informes preceptivos o autorizaciones sectoriales en representación de 

las administraciones públicas o de los interesados, así como contestar a los requerimientos 

que se deriven de dichas peticiones. 
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Artículo 3. Certificados. 

1. Como resultado de sus actuaciones, las entidades certificadoras emitirán 

certificados de conformidad o disconformidad respecto de los proyectos, documentos, 

obras y actuaciones que hayan verificado; en caso de disconformidad, en los certificados 

constarán los defectos y deficiencias detectadas, con indicación de su fundamentación 

normativa, así como de su carácter subsanable o insubsanable. 

2. Los certificados serán emitidos por personal habilitado competente de las 

entidades certificadoras y no tendrán carácter de acto administrativo, ni serán vinculantes 

para las administraciones públicas, ni podrán tampoco limitar ni excluir las actuaciones 

de estas. En ningún caso el certificado de conformidad sustituye al visado colegial 

obligatorio. 

3. Los certificados se incorporarán al correspondiente expediente administrativo y 

serán tenidos en cuenta en la resolución del procedimiento de que se trate. Los informes 

técnicos y jurídicos administrativos podrán remitirse al contenido de dichos certificados. 

En caso de no aceptarlos, deberán motivar expresamente la no conformidad al 

ordenamiento y su separación. 

Artículo 4. Requisitos para la habilitación. 

Para ser habilitadas para su actuación como entidades certificadoras en la 

Comunidad de Castilla y León, las entidades deberán cumplir los siguientes requisitos: 

a) Estar acreditada por la Entidad Nacional de Acreditación (ENAC) como entidad 

de inspección tipo A conforme a la norma UNE-EN ISO/IEC 17020, o norma que la 

sustituya. El alcance de la acreditación hará referencia a la realización de actuaciones de 

verificación, inspección y control del cumplimiento de la normativa en los ámbitos de 

actuación previstos en el artículo 1 y en las funciones del artículo 2 de este decreto. 

b) Contar con personal con titulación académica y profesional habilitante, conforme 

a la Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de Ordenación de la Edificación, con una 

experiencia profesional de al menos cinco años en las tareas descritas en el artículo 2, que 

se acreditará mediante certificación del colegio profesional en que estén colegiados. 

c) Haber constituido un seguro que cubra la responsabilidad civil que pueda 

derivarse de la actuación de la entidad y de su personal técnico en el ámbito de las tareas 

citadas en el artículo 2, por importe no inferior a un millón de euros. 

 

Artículo 5. Procedimiento para la habilitación. 
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La habilitación de las entidades certificadoras opera mediante declaración 

responsable ante la consejería competente en materia de urbanismo (en adelante, la 

consejería competente), acompañada del certificado de acreditación por la ENAC y del 

resto de la documentación exigida en el artículo anterior. 

Artículo 6. Registro de Entidades Certificadoras de Castilla y León. 

1. Se crea el Registro de Entidades Certificadoras de Castilla y León en el ámbito 

de la vivienda, la arquitectura, la ordenación del territorio y el urbanismo (en adelante, 

RECCyL). 

2. El RECCyL tiene naturaleza administrativa y carácter público, y estará adscrito 

a la consejería competente. 

3. En el RECCyL por orden de la consejería competente se inscribirán las entidades 

certificadoras una vez habilitadas para operar en la Comunidad de Castilla y León, y, en 

su caso las modificaciones, suspensiones y cancelaciones de las inscripciones ya 

realizadas.  

4. La inscripción en el RECCyL incluirá al menos los siguientes datos: 

a) Denominación, domicilio social y código de identificación fiscal de la entidad. 

b) Número identificativo de la acreditación expedida por la ENAC. 

c) Dirección de correo electrónico y teléfono de contacto de la entidad. 

d) Representantes legales de la entidad. 

e) Relación del personal técnico de la entidad adscrito a la actividad de certificación. 

5. Las inscripciones que se realicen en el RECCyL se harán públicas en la web de 

la Junta de Castilla y León, reflejando los datos citados en las letras a), b) y c) del apartado 

anterior. 

6. Las entidades certificadoras estarán obligadas a mantener los requisitos 

establecidos en este decreto para su inscripción y a contar con la documentación 

acreditativa de los mismos, que estará a disposición de la consejería competente. 

7. Cualquier variación en los requisitos exigidos y en los datos citados en el 

apartado 4 debe ser comunicada a la consejería competente en el plazo de un mes. 

8. Por resolución del centro directivo competente en materia de urbanismo se 

suspenderá la inscripción en los siguientes casos: 

a) Por solicitud de la propia entidad. 

b) Por la suspensión de la acreditación expedida por la ENAC. 

c) Por la incoación del procedimiento de cancelación de la inscripción, durante el 

tiempo que medie hasta la firmeza de la resolución que ponga fin a dicho procedimiento. 

9. Por orden de la consejería competente se cancelará la inscripción en los siguientes 

casos, previa tramitación de procedimiento con audiencia a la entidad: 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

  

 

 

 

 

 

COPIA AUTENTICA DEL DOCUMENTO   Localizador: TXENRN57L18XPF38UW3V8H 
Fecha Firma: 18/02/2026 18:01:06 Fecha copia: 19/02/2026 08:49:48 

Firmado: ANGEL MARIA MARINERO PERAL 

Acceda a la página web: https://www.ae.jcyl.es/verDocumentos/ver?loun=TXENRN57L18XPF38UW3V8H para visualizar el documento 

376



 

Rigoberto Cortejoso, 14 – 47014 Valladolid – Tel. 983 419 000 – Fax 983 419 999 

 

a) Por solicitud de la propia entidad. 

b) Por la pérdida de la acreditación expedida por la ENAC. 

c) Por la extinción de la personalidad jurídica o la pérdida de la capacidad de obrar 

de la propia entidad. 

d) Por el incumplimiento de las reglas y obligaciones establecidas en este decreto. 

10. La suspensión o cancelación de la inscripción en el RECCyL por las causas 

previstas en este artículo no dará derecho a ninguna indemnización. 

11. Una vez firme la cancelación de la inscripción, la entidad entregará la 

documentación obrante en su poder a las administraciones responsables de los 

procedimientos y actuaciones en los que estuviera interviniendo. 

Artículo 7. Relación con las administraciones públicas y con particulares. 

1. La colaboración entre las administraciones públicas y las entidades certificadoras 

podrá articularse de forma permanente mediante: 

a) Contratos suscritos en el marco de la normativa sobre contratación del sector 

público. 

b) Encargos a medios propios, cuando la entidad tenga dicho carácter. 

2. En el contrato o encargo de colaboración se dejará constancia de las tareas que 

realizará la entidad certificadora, de entre las previstas en este decreto. 

3. Asimismo las entidades certificadoras podrán actuar por encargo de particulares, 

en los términos que libremente pacten. En tal caso, las administraciones públicas tendrán 

en cuenta el contenido de estas certificaciones y podrán asumir su contenido o rechazarlo, 

expresando en este último caso las razones de su oposición. 

Artículo 8. Otras reglas de actuación. 

1. Las entidades certificadoras podrán realizar las funciones señaladas en el artículo 

2 en cualquier procedimiento administrativo en materia de vivienda, arquitectura, 

ordenación del territorio y urbanismo, a instancia y en representación de las 

administraciones públicas o de las personas particulares interesadas. 

2. Las entidades certificadoras no ejercerán potestades públicas, y sus actuaciones 

se entenderán sin perjuicio de las que corresponda realizar a las administraciones públicas 

en el ejercicio de sus funciones. 

3. Las entidades certificadoras se regirán en todo caso por los principios de 

independencia, imparcialidad y confidencialidad, aplicándolos con especial rigor respecto 

de:  

a) Las personas o entidades que las contraten. 

b) Las personas o entidades redactoras de los proyectos y documentos que 

verifiquen. 
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c) Las personas o entidades que promuevan o ejecuten las obras y actuaciones que 

verifiquen. 

4. Tanto las entidades certificadoras como su personal no podrán ejercer las 

funciones previstas en este decreto en relación con proyectos o documentos que hayan 

redactado, ni en relación con obras o actuaciones en las que hayan intervenido, debiendo 

contar, a tal efecto, con protocolos internos debidamente aprobados y de público 

conocimiento que garanticen la imparcialidad y confidencialidad. 

5. Las entidades certificadoras serán responsables de los daños y perjuicios 

causados por el ejercicio de sus funciones, salvo que la Administración haya modificado 

o rechazado expresamente sus actuaciones, y solo respecto de los elementos modificados 

o rechazados. 

Artículo 9. Obligaciones. 

Las entidades certificadoras tendrán las siguientes obligaciones: 

a) Desarrollar sus funciones con independencia, imparcialidad y objetividad. 

b) Asumir la responsabilidad de la veracidad y exactitud de sus certificados. 

c) Informar a los interesados y a la administración pública competente en cada caso 

de las actuaciones que realicen y que les afecten, así como sobre el estado de tramitación 

de los expedientes que les afecten; en particular, los certificados que emitan se notificarán 

en todo caso al Ayuntamiento correspondiente. 

d) Conservar y custodiar los expedientes, la documentación y los datos resultantes 

de las actuaciones que realicen en el ejercicio de sus funciones, manteniéndolos en todo 

momento a disposición de la administración competente en cada caso, durante al menos 

cinco años. 

e) Identificar al personal técnico que intervenga en sus actuaciones, incluyendo lo 

relativo a su titulación y experiencia profesional. 

f) Garantizar la confidencialidad respecto a la información que obtengan en el 

ejercicio de sus funciones. 

g) Mantener y acreditar en todo momento los requisitos establecidos para su 

habilitación e inscripción en el RECCyL, así como a comunicar a este cualquier variación 

en los datos que consten en la inscripción. 

h) Someterse a las actuaciones de inspección de la consejería competente. 

i) Abstenerse de intervenir en los casos en que concurra alguna de las causas de 

abstención y recusación previstas en la legislación sobre régimen jurídico del sector 

público. 

j) Informar a los interesados, de forma previa a la prestación de sus servicios, sobre 

las condiciones técnicas, jurídicas y procedimentales que puedan plantearse en relación 

con la actuación que pretenden desarrollar. 
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k) Comunicar a las administraciones competentes las infracciones de la normativa 

sobre vivienda, arquitectura, ordenación del territorio y urbanismo que detecten en el 

ejercicio de sus funciones. 

l) Habilitar procedimientos para el tratamiento y resolución de las reclamaciones 

que reciban con motivo del ejercicio de sus funciones. 

m) Establecer los precios de los servicios a realizar dentro de los márgenes máximos 

y mínimos establecidos por la Consejería competente. 

Disposición adicional. Entidades habilitadas por otras administraciones 

públicas. 

Las entidades certificadoras habilitadas por los estados miembros de la Unión 

Europea o por otras comunidades autónomas con las mismas finalidades que las previstas 

en este decreto, no requerirán una habilitación específica, bastando para su inscripción en 

el RECCyL añadir a la documentación citada en el artículo 4, el documento acreditativo 

de su habilitación. 

Disposiciones finales. 

Primera. Habilitación normativa. 

Se autoriza al consejero competente en materia de urbanismo para dictar cuantas 

disposiciones sean necesarias para la aplicación y desarrollo de este decreto. 

Segunda. Entrada en vigor. 

Este decreto entrará en vigor al mes de su publicación en el Boletín Oficial de 

Castilla y León. 

 

 

 

LA DIRECTORA GENERAL DE VIVIENDA, ARQUITECTURA, 

ORDENACIÓN DEL TERRITORIO Y URBANISMO 

(P.S. Orden MAV/86/2026, de 5 de febrero) 

EL SECRETARIO GENERAL 

Fdo.: Ángel Mª Marinero Peral 
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